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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 2  Juzgado Civil de Chill nº á
CAUSA ROL : C-2491-2022
CARATULADO : F BREGA/FISCO DE CHILE/ C.D.EÁ

Chillán,  veintiocho de Agosto de dos mil veintitr s.é
VISTOS:

A  folio  1,  comparecen don  Nicol s  Alberto  Leal  Sep lveda y  don  Eduardoá ú  

Armando Garc a  Ramos,  abogados,  en  representaci n  de  do a  Aurora  del  Carmení ó ñ  

F brega Contreras,  pensionada, domiciliada en calle Vega de Sald as 327, Chill n eá í á  

interponen demanda de indemnizaci n de perjuicios por responsabilidad extracontractualó  

en contra del Estado, persona jur dica de derecho p blico, representada por el Consejoí ú  

de  Defensa  del  Estado,  a  trav s  de  su  Abogada  Procuradora  Fiscal,  do a  Mariellaé ñ  

Ximena Paulina Dentone Salgado o quien la reemplace o subrogue legalmente, todos 

con domicilio en 18 de Septiembre N  329,  Chill n.  Funda la demanda en que la° á  

demandante se encuentra calificada como v ctimaí  en el listado de prisioneros pol ticos yí  

torturados,  elaborado  por  la  Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Torturaó ó í , 

establecida por el Decreto Supremo N.  1.040, del a o 2003, Ministerio del Interior,º ñ  

conocida como Comisi n Valech I bajo el n mero ó ú 8156 en dicho listado.

Se ala  que  el  presidente  Ricardo  Lagos  dispuso  la  creaci n  de  la  ñ ó Comisi nó  

Nacional sobre Prisi n Pol tica y Torturaó í , que tendr a la calidad de rgano asesor delí ó  

mandatario. El objeto era suplir las carencias de la Comisi n Rettig , que s lo pudo“ ó ” ó  

pronunciarse sobre quienes hab an muerto a manos de agentes del Estado durante laí  

Dictadura  Militar.  Las  torturas  y  prisiones  no  hab an  sido  contempladas  coní  

anterioridad.

Se ala  que seg n versi n de la v ctima:  ñ ú ó í “Mi nombre es  Aurora del  Carmen 

F brega Contreras, tengo 71 a os y vivo en la poblaci n Arturo Prat, ubicada en laá ñ ó  

comuna de Chill n.á

Mi vida se destroz  en el a o 1973, en aquel tiempo yo era due a de casa, ten aó ñ ñ í  

22 a os y viv a amenamente junto a mi familia en Chill n. El 29 de septiembre todoñ í á  

cambi , militares irrumpieron en mi hogar de forma agresiva y me llevaron detenida aló  

Regimiento, ah  me golpearon fuertemente con un garrote, me propinaron palmetazos yí  

puntapi s. Fui torturada con electricidad, el dolor era insoportable.é

Adem s de las crueles golpizas, da os en mi cuerpo, y tortura psicol gica, ellosá ñ ó  

me tocaron indebidamente, incluso me amenazaron de ser violada y luego fusilada, todo  

esto sin ning n motivo o justificaci n, yo nunca hice nada, pero ellos quer an saberú ó í  

sobre mi esposo que en aquel entonces era socialista, por eso arremetieron en mi contra  

como que yo fuera una criminal.
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Permanec  dos d as en el lugar, donde viv  un completo infierno, el 1 de octubreí í í  

me dejaron en libertad, sin embargo, mi dolor no se acaba ah .í

El 5 de octubre me volvieron a detener, al igual que en la primera vez militares  

me fueron a buscar a mi domicilio, destruyeron casi todas mis pertenencias y quer aní  

quemar mi casa, ellos eran muy violentos e irracionales. Nuevamente me llevaron al  

Regimiento,  fui  golpeada,  azotada,  recib  patadas,  golpes  de  pu o,  tortura  coní ñ  

electricidad y amenazas  de muerte.  Era desesperante  y desgarrador lo que ellos me  

hac an, mi esposo al saber que estaba detenida se entreg  para salvarme. Me dejaroní ó  

libre el 6 de octubre.

Lo  que  sufr  mientras  estuve  detenida  es  inexplicable,  sent  miedo  eí í  

incertidumbre, pens  que me matar an. A pesar de que ya no estaba privada de mié í  

libertad no era capaz de estar tranquila, solo me encontraba preocupada por mi esposo  

y por mi familia.

Mi vida fue arruinada en esa poca,  yo cambi ,  siempre me sent a asustada,é é í  

estaba pendiente  de mi alrededor y me costaba conciliar  el  sue o. Lo sucedido meñ  

marc  para siempre, jam s olvidar  el inmenso da o que me causaron, en mi interioró á é ñ  

abunda un gran dolor y tristeza.”

Indican que los antecedentes previamente consignados forman parte del cat logoá  

de cr menes reconocidos en la comunidad internacional como de lesa humanidad seg ní ú  

lo establecido en el Estatuto del Tribunal Militar de N remberg de 1945, declaraci nü ó  

confirmada por las resoluciones de la Asamblea General de la Naciones Unidas con 

fecha 13 de febrero y  11 de diciembre  de  1946 y  que  ha sido actualizado con la 

adopci n del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional aprobada en 1998.ó  

Agrega que, cr menes ignominiosos e intolerables para la humanidad, como los que  seí  

relatan, han hecho surgir un complejo normativo especial en el mbito del Derechoá  

Internacional,  cuesti n  que  resulta  fundamental  a  la  hora  de  resolver  qu  clase  deó é  

responsabilidad le cabe al Estado de Chile.

Se ala que,  el art culo 38 inciso 2  de la Constituci n Pol tica de la Rep blicañ í º ó í ú  

dispone  que cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por el Estado podrá 

reclamar  ante  los  tribunales  de  justicia,  el  precepto  consagra  una  verdadera  acci nó  

constitucional  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los  organismos  del  Estado, 

cuando estos  por su actividad provoquen un da o a una persona,  ya sea natural  oñ  

jur dica. Sostiene que la Excma. Corte Suprema ha sentenciado que: í “la responsabilidad 

del  Estado por  actos  de  la  administraci n  emana de la  naturaleza misma de esaó …  

actividad estatal, en cuanto organizaci n jur dica y pol tica de la comunidad y de lasó í í  

variadas acciones que debe desarrollar en el mbito de las funciones que les correspondeá  

llevar a cabo para el cumplimiento de los fines y deberes reconocidos en el art culo 1 deí  
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la Constituci n Pol tica, para lo cual debe hacer uso de todas las potestades y mediosó í  

jur dicos y materiales que ella le otorga, lo que hace que las distintas responsabilidadesí  

que puedan causar esas  acciones,  se sometan a normas y principios de la rama del  

derecho p blicoú . ”

Refieren  que  el  fundamento  b sico  de  esta  responsabilidad  legal  o  extraá  

contractual del Estado est  contenido en diversas disposiciones de rango constitucional,á  

supraconstitucional y tambi n legal, y todas ellas, cuando menos, son normas propias delé  

mbito del derecho p blico.á ú

A aden  que,   para  una  adecuada  comprensi n  y  delimitaci n  de  lañ ó ó  

responsabilidad del Estado por los hechos que sustentan la demanda, resulta insoslayable 

remitirse al Cap tulo I de la Constituci n Pol tica de la Rep blica sobre las Bases de laí ó í ú  

Institucionalidad.  All  el  constituyente  desarrolla  los  principios  basales  del  sistemaí  

institucional, as , el art culo que da inicio a nuestra Carta Fundamental en su inciso 4í í º 

prescribe “El Estado est  al servicio de la persona humana y su finalidad es promover elá  

bien com nú . En concordancia con lo anterior, el art culo 5  reafirma, en su inciso 2 ,” í º º  

que “El ejercicio de la soberan a reconoce como limitaci n el respeto a los derechosí ó  

esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los rganos del Estadoó  

respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constituci n, as  como por losó í  

tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes .”

Indican que, la conjunci n de ambos preceptos resume la doctrina completa deló  

constitucionalismo, o sea, del poder limitado por el Derecho, para servir a la persona 

sobre la base de los principios que caracterizan a la civilizaci n centrado en los valoresó  

de  la  dignidad  y  los  derechos  inalienables  del  ser  humano.  De  dicho  modo,  las 

disposiciones rese adas en conjunto con los art culos 6  y 7  de la Constituci n, que a suñ í º º ó  

vez establecen los principios de  primac a constitucional y  juridicidad,  conforman elí  

denominado estatuto de la responsabilidad extra contractual del Estado, la que como ha 

quedado en evidencia, emana de la naturaleza misma del ente estatal  como persona 

jur dica compleja creada para la realizaci n del bien com n.í ó ú

Sostienen que,  el Estado de Chile mediante la suscripci n de declaraciones yó  

convenciones a nivel internacional, as  como concurriendo con su voto a la aprobaci ní ó  

de m ltiples resoluciones por parte de la Asamblea General de las Naciones Unidas y deú  

la Organizaci n de los Estados Americanos, o bien mediante la vigencia de la costumbreó  

internacional  y  los  principios  generales  del  derecho  reconocidos  por  las  naciones 

civilizadas, art culo 38 Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, ha ido adquiriendoí  

de  forma  progresiva  una  serie  de  obligaciones  que  responden  a  aquella  general  de 

respeto de los derecho esenciales del hombre  por parte de los Estados. Tal obligaci n“ ” ó  

se desprende del pre mbulo y, entre otros, de los art culos 3.K, 16, 17, 32, 44, 45, 46 yá í  

13 de la Carta de la Organizaci n de los Estado Americanos, en concordancia con losó  
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preceptos de la Carta  de las  Naciones Unidas,  de la Declaraci n  Americana de losó  

Derechos  y  Deberes  del  Hombre,  de  la  Declaraci n  Universal  de  los  Derechosó  

Humanos, del  Pacto de Derechos Civiles y Pol ticos  y de la Convenci n Americanaí ó  

sobre Derechos Humanos.

Se alan que,  la responsabilidad del Estado por violaci n a los derechos humanosñ ó  

es  una  cuesti n  objetiva,  toda  vez  que  el  il cito  por  violaciones  a  los  derechosó í  

fundamentales se produce en el momento en que el Estado act a en violaci n de unaú ó  

norma obligatoria, sin necesidad de que exista falta o culpa por parte del agente. Se 

trata en consecuencia de una responsabilidad objetiva en donde no interesa la presencia 

de dolo o culpa en el accionar da oso del Estado. La responsabilidad internacional delñ  

Estado nace al momento en que con su actuar se infringen los l mites que le se alan losí ñ  

derechos humanos como atributos inherentes a la dignidad de las personas, sin necesidad 

de  que  exista  falta  o  culpa  por  parte  del  autor  material  del  acto,   confirma 

normativamente esta interpretaci n el  encabezado del  art culo 19 de la Constituci nó í ó  

Pol tica de la Rep blica que establece los derechos y deberes constitucionales; agrega queí ú  

el art culo 19 N  20 de la Carta Fundamentalí º  indica  “la Constituci n asegura a todasó  

las personas la igual repartici n de las cargas p blicasó ú , consagrando la idea b sica seg n” á ú  

la cual nadie est  obligado a soportar una carga que no haya sido establecida por la ley,á  

ni aun en pro del bien com n, como lo establece la jurisprudencia de la Corte Suprema.ú

Hacen presente que la correcta resoluci n del caso sub lite requiere la aplicaci nó ó  

arm nica de la Constituci n Pol tica, de los Tratados Internacionales sobre derechosó ó í  

humanos y de la Ley de Bases de la Administraci n del Estado. A contrario sensu, enó  

este conflicto son improcedentes las reglas propias del derecho de da os contenidas en elñ  

C digo Civil, toda vez que dicho estatuto, como es f cil comprender, se construye sobreó á  

premisas y principios diferentes a los del derecho p blico y al Derecho Internacional deú  

los  Derechos  Humanos,  constituyendo  un  error  de  l gica  y  sistem tica  jur dica  laó á í  

aplicaci n  de  normas  de  derecho  privado  a  las  situaciones  en  que  se  persigue  laó  

responsabilidad del Estado por actos da osos, ya que ambos difieren en su naturaleza yñ  

fines,  destinado a otras  conductas  e  intereses;  siendo la  diferencia  entre  uno y  otro 

sistema evidente.

Por otro lado, agregan que la materia de la que trata la  causa queda gobernada 

bajo normas de car cter p blico e internacional, por sobre las privadas, lo que  implicaá ú  

reconocer  la  autonom a  y  org nica  particularidad  del  complejo  normativo  de  losí á  

derechos humanos, de modo tal  que no solo cabe afirmar el car cter objetivo de laá  

responsabilidad  del  Estado  sino  adem s  la  imprescriptibilidad  de  las  accionesá  

patrimoniales derivadas de las violaciones a los derechos humanos. Si bien es efectivo 

que en ninguna disposici n de la Convenci n Americana se se ala de modo expreso laó ó ñ  

imprescriptibilidad de las acciones civiles, la ausencia de regulaci n jur dica le impone aló í  
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Juez  la  tarea  de  interpretar,  o  m s  bien,  integrar  la  normativa  existente  con  losá  

correspondientes principios generales del derecho que, en el caso concreto, orientan al 

Derecho  Administrativo  y  en  especial  al  Derecho  Internacional  de  los  Derechos 

Humanos.

Por lo tanto, sostienen que en Chile, dada su calidad de Estado miembro del 

sistema interamericano, la l gica que debiera operar en casos de violaciones de derechosó  

humanos de alguna persona tendr a que ser  la misma: reparar ntegramente el  malí í  

causado,   obligaci n  del  Estado  que  queda  sujeta  al  constructo  normativo  de  losó  

derechos  humanos  y  a  sus  principios  formativos,  a  saber:  el  principio  pro  homine, 

entendiendo por tal la interpretaci n de sus preceptos en el sentido m s favorable a laó á  

persona;  el  principio  de  progresividad  de  sus  normas  abiertas  a  una  evoluci nó  

conceptual; y el principio de la congruencia de aquellas, entre otros. 

Se alan  que  para  determinar  la  procedencia  de  la  responsabilidad  estatal,  elñ  

agraviado debe probar nicamente la existencia  de da o o perjuicio provocado y laú ñ  

actividad o inactividad del rgano que lo genera y desde luego la relaci n de causalidad.ó ó

Agregan que actualmente nadie podr a negar la procedencia del da o moral en elí ñ  

marco de la responsabilidad,  encontrando aquella incluso  fundamento en la propia 

Carta  Fundamental.  Adem s  no  existe  duda  que  la  causalidad  se  encuentraá  

fehacientemente  acreditada.  De  hecho,  el  mismo  demandado  Estado  de  Chile  ha 

reconocido la calidad de torturado, apareciendo en el Informe de la Comisi n Nacionaló  

sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura  (llamado  coloquialmente  Informe  Valech  I)  con  eló í  

n mero de identificaci n ú ó 8156.

Refieren que en el caso existe un da o de car cter moral que se expresa en dolor,ñ á  

sufrimiento,  angustia,  sensaci n  de  p rdida,  rabia  e  impotencia  ante  la  situaci nó é ó  

extremadamente  violenta,  injusta  e  ileg tima  que  vivi  en  carne  propia.  Esto  esí ó  

indudablemente un da o moral, el cual, seg n la dogm tica jur dica y la jurisprudenciañ ú á í  

nacional e internacional, amerita ser reparado a trav s de una indemnizaci n. é ó

Solicitan  tener  por  interpuesta  demanda  de  indemnizaci n  de  perjuicios  poró  

responsabilidad extracontractual del Estado  en contra del  Fisco de Chile, representado 

legalmente en esta jurisdicci n por do a Mariella Dentone Salgado,  ya individualizados,ó ñ  

acogerla a tramitaci n y, en definitiva, condenar a la demandada al pago de la suma deó  

$200.000.000.-, por concepto de da o moral, o a la suma que el Tribunal determineñ  

conforme a derecho, cantidad que deber  ser reajustada de acuerdo a la variaci n delá ó  

IPC,  desde  la  fecha  de  interposici n  de  la  demanda  y  el  pago  efectivo  de  laó  

indemnizaci n  que  en  definitiva  se  establezca,  junto  con  los  intereses  legalesó  

correspondientes durante el mismo per odo con costas.í

A folio 6 se notific  la demanda al demandado. ó
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A  folio  7,  do a  Mariella  Dentone  Salgado,  Abogado  Procurador  Fiscal,  enñ  

representaci n del  Fisco de Chile, contesta la demanda, y luego de un recuento de loó  

se alado en ella refiere que, no resulta posible comprender el r gimen jur dico del tipoñ é í  

de  reparaciones  por  infracciones  a  los  Derechos  Humanos  si  no  se  posicionan 

correctamente estas indemnizaciones en el panorama jur dico nacional e internacional.í  

Indica que,  dicha comprensi n solo puede efectuarse al interior y desde el mbito de laó á  

Justicia Transicional . Se ala que,  no hay que olvidar que, desde la perspectiva de las“ ” ñ  

v ctimas,  la  reparaci n  de  los  da os  sufridos  juega  un  rol  protag nico  en  elí ó ñ ó  

reconocimiento de aquellas medidas de justicia por tantos a os buscada; el xito de losñ é  

procesos penales se concentra solo en el castigo a los culpables no preocup ndose delá  

bienestar  de  las  v ctimas.  En  dicho  sentido,  las  negociaciones  entre  el  Estado y  lasí  

v ctimas revelan que tras toda reparaci n existe una compleja decisi n de mover recursosí ó ó  

econ micos  p blicos,  desde  la  satisfacci n  de  un  tipo  de  necesidades  p blicas  a  laó ú ó ú  

satisfacci n  de otras radicadas en grupos humanos m s espec ficos. Este concurso deó á í  

intereses  se  une  en  los  programas  propuestos  por  las  Comisiones  de  Verdad  o 

Reconciliaci n, dicho programas, en efecto, incluyen beneficios educacionales, de salud,ó  

gestos simb licos u otras medidas an logas diversas a la simple entrega de cantidades deó á  

dinero. En ese sentido, indica que,  no es un secreto que las transiciones han  estado, en 

todos los pa ses que las han llevado a cabo, basadas en complejas negociaciones, paraí  

ello basta revisar someramente las discusiones originadas en la aprobaci n de la ley Nó ° 

19.123 para darse  cuenta del  c mulo de sensibilidades e  intereses  en juego en ella;ú  

muchas de esas negociaciones privilegian a algunos grupos en desmedro de otros cuyos 

intereses se estiman m s lejanos, se compensan algunos da os y se excluyen otros o seá ñ  

fijan legalmente, luego de un consenso p blico, montos,  medios de pago o medidas deú  

da o.  En  lo  relacionado  con  el  segundo  objetivo,  la  llamada  Comisi n  Verdad  yñ ó  

Reconciliaci n o Comisi n Retting, en su informe final plante  una serie de propuestasó ó ó “  

de reparaci n  entre las cuales se encontraba una pensi n nica de reparaci n para losó ” “ ó ú ó  

familiares directos de las v ctimas  y algunas prestaciones de salud. El informe sirvi  deí ” ó  

causa  y  justificaci n  al  proyecto  de  ley  que  el  Presidente  de  la  Rep blica  envi  aló ú ó  

Congreso y que luego derivar a en la Ley N  19.123, que cre  la Corporaci n Nacionalí ° ó ó  

de Reparaci n y Reconciliaci n.ó ó

Indica que,  la reparaci n a las v ctimas de violaciones a los derechos humanos seó í  

ha realizado parcialmente  a trav s  de tres  tipos  de compensaciones:  a)  reparacionesé  

mediante transferencias directas de dinero; b) reparaciones mediante la asignaci n deó  

derechos sobre prestaciones estatales espec ficas y; c) reparaciones simb licas. En cuantoí ó  

a la reparaci n mediante transferencias directas de dinero, se ala que diversas han sidoó ñ  

las  leyes  que  han  establecido  dicho  tipo  de  reparaciones,  incluyendo tambi n  a  lasé  

personas que fueron v ctimas de apremios ileg timos. Luego individualiza parte  de lasí í  

prestaciones otorgadas y en  cuanto a las reparaciones simb licas,  se ala que se realizanó ñ  
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a trav s de actos positivos de reconocimiento y recuerdo de los hechos que dieron lugaré  

a aquellas violaciones. 

As  las  cosas,  sostiene  que,   tanto  la  indemnizaci n  que  se  solicita,  como elí ó  

c mulo de reparaciones indicadas, pretenden compensar el mismo da o ocasionado porú ñ  

los mismos hechos; por lo que, los referidos mecanismos de reparaci n han compensadoó  

precisamente aquellos da os no pudiendo, ser exigidos nuevamente.ñ

Se ala que, estando la acci n interpuesta en autos basada  en los mismos hechosñ ó  

y pretendiendo indemnizaci n por  los mismos da os que han inspirado precisamente eló ñ  

c mulo  de  acciones  reparatorias,  que  ya  enunci ,  al  tenor  de  documentos  oficiales,ú ó  

opone la excepci n de reparaci n satisfactiva por haber sido ya indemnizada la parteó ó  

demandante.

En subsidio,  opone la excepci n de prescripci n extintiva de las acciones, la queó ó  

funda en lo dispuesto en el art culo 2332 del C digo Civil, en relaci n con lo dispuestoí ó ó  

en el art culo 2497 del mismo cuerpo legal, por lo que solicita que, por encontrarseí  

prescrita se rechace la demanda en todas sus partes. Indica que seg n el relato f ctico deú á  

la actora, la detenci n ilegal, prisi n pol tica y tortura que sufri , ocurri  a partir del 29ó ó í ó ó  

de  septiembre  de  1973  y  se  extendi  hasta  el  d a  siguiente.  Siendo  del  caso  que,ó í  

entendi ndose  suspendida la prescripci n durante el per odo de la dictadura militar,é ó í  

iniciada en septiembre de 1973, por la imposibilidad de las propias v ctimas de ejercerí  

las acciones legales correspondientes ante los tribunales de justicia, hasta la restauraci nó  

de la democracia, a la fecha de notificaci n de la demanda de autos, esto es, el 13 deó  

diciembre  de  2022,  igualmente  ha  transcurrido  en  exceso  el  plazo  de  prescripci nó  

extintiva que establece el citado art culo 2.332 del C digo Civil; por lo que opone laí ó  

excepci n de prescripci n de 4 a os establecida en el art culo 2332 del C digo Civil,ó ó ñ í ó  

pidiendo que sea acogida y se rechace ntegramente la acci n indemnizatoria deducidaí ó  

como consecuencia de ello, por encontrarse prescrita. 

En subsidio, en caso que el Tribunal estime que la norma anterior no es aplicable 

al caso de autos, opone la excepci n de prescripci n extintiva de 5 a os contempladaó ó ñ  

para las acciones y derechos en el art culo 2515, en relaci n al art culo 2514 del C digoí ó í ó  

Civil, ya que entre la fecha en que se habr a hecho exigible el derecho a indemnizaci ní ó  

y la fecha de notificaci n de la demanda, trascurri  con creces el plazo que establece eló ó  

citado art culo 2515 del C digo Civil.í ó

En cuanto al contenido patrimonial de la acci n indemnizatoria, indica que laó  

indemnizaci n de perjuicios, cualquiera sea el origen o naturaleza de los mismos, noó  

tiene un car cter sancionatorio, de modo que jam s ha de cumplir un rol punitivo paraá á  

el  obligado al  pago y su contenido es  netamente patrimonial;  de all  que la acci ní ó  
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destinada a exigirla,  est   como toda acci n  patrimonial  expuesta  a  extinguirse  poré ó  

prescripci n.ó

Luego, en subsidio de las defensas y alegaciones vertidas, formula alegaciones en 

cuanto  a  la  naturaleza  de  la  indemnizaci n  solicitada  y  al  monto  pretendido.  Conó  

relaci n al da o moral hace presente que depender  de las secuelas sufridas con motivosó ñ á  

de los hechos objeto de la demanda y de conformidad a los antecedentes que obren en 

la etapa probatoria.

En subsidio de las precedentes  alegaciones,  indica que la regulaci n del da oó ñ  

moral debe considerar los pagos ya recibidos del Estado y guardar armon a con losí  

montos establecidos por los Tribunales, alega que  en todo caso,  en la fijaci n del da oó ñ  

moral por los hechos de autos, se debe considerar todos los pagos recibidos a trav s deé  

los a os por la  demandante, de parte del Estado conforme a las leyes de reparaci nñ ó  

(19.123,  19.234,  19.992, sus modificaciones y dem s normas pertinentes) y que seguir ná á  

percibiendo a t tulo de pensi n, tambi n los beneficios extra patrimoniales que dichosí ó é  

cuerpo legales contempla, pues todos ellos tuvieron por objeto reparar el da o moral. Deñ  

no accederse a la petici n subsidiaria implicar a un doble pago por un mismo hecho, loó í  

cual  contrar a  los  principios  jur dicos  b sicos  del  derecho  en  orden  a  que  no  esí í á  

jur dicamente procedente que un da o sea indemnizado dos veces. Hace presente queí ñ  

para la regulaci n  y  fijaci n  del  da o moral  debe considerarse  como un par metroó ó ñ á  

v lido los montos establecidos en las sentencias de tribunales en esta materia.á

En cuanto  al  pago  de  intereses,  hace  presente  que  los  reajustes  solo  pueden 

devengarse en  caso de que la sentencia que se dicte en la causa acoja la demanda y 

establezca esa obligaci n y adem s,  desde que dicha sentencia  se  encuentre  firme oó á  

ejecutoriada. A la fecha de interposici n de la demanda de autos a tramitaci n o de suó ó  

notificaci n y mientras no exista sentencia firme o ejecutoriada, ninguna obligaci n tieneó ó  

su parte de indemnizar y, por tanto, no existe ninguna suma que deba reajustarse. Ello 

implica que en casos como el de autos, los reajustes que procedieren de ninguna manera 

podr an contabilizarse desde una fecha anterior a aquella en que la sentencia que losí  

concede se encuentre firme o ejecutoriada. Indica que,  el reajuste es un mecanismo 

econ mico  financiero  que  tiene  por  objeto  neutralizar  el  efecto  que  los  procesosó  

inflacionarios  o  deflacionarios  tiene  sobre  la  moneda  de  curso  legal.  Desde  dicha 

perspectiva, no procede aplicar la correcci n monetaria a partir de la fecha anterior a laó  

determinaci n del monto respectivo por sentencia ejecutoriada.ó

Respecto de los intereses, se ala que el art culo 1551 del C digo Civil estableceñ í ó  

expresamente  que  el  deudor  no  est  en  mora  sino,  cuando  ha  sido  judicialmenteá  

reconvenido  y  ha  retardado  el  cumplimiento  de  la  sentencia.  Agrega  que,  la 

jurisprudencia de los Tribunales Superiores as  lo han decidido de manera uniforme. As ,í í  

en el caso hipot tico que se decida acoger la acci n de autos y se condene a su parte alé ó  
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pago  de  una  indemnizaci n  de  perjuicios,  tales  reajustes  e  intereses  solo  podr nó á  

devengarse desde que la sentencia condenatoria se encuentre firme o ejecutoriada y su 

representado incurra en mora.

Solicita rechazar la demanda en todas sus partes, con costas.

A folio 11, el actor evac o el tr mite de r plica. ú á é

A folio 13, el Fisco de Chile evac a la d plica.ú ú

 A folio 15 se recibi  la causa a prueba, fijando como   hechos sustanciales,ó  

pertinentes  y  controvertidos:  1)  Efectividad  que  la  actora  fue  detenida  el  29  de 

septiembre de 1973 por razones ideol gicas; per odo durante el cual se mantuvo dichaó í  

privaci n de libertad; 2) Efectividad que durante el tiempo de privaci n de libertad laó ó  

demandante fue sometida a malos tratos  ps quicos y f sicos;  3)  En la asertiva de loí í  

anterior,  naturaleza  del  da o  y  cuant a,  o  par metros  que  permitan  su  estimaci nñ í á ó  

pecuniaria; 4) Efectividad de haber indemnizado el Fisco de Chile a la actora los da osñ  

que reclama en autos.; 5) Efectividad de encontrarse prescrita la acci n interpuesta por eló  

demandante.

A folio 28, se cit  a las partes a o r sentencia.ó í

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que don Nicol s Leal Sep lveda y don Eduardo Garc a Ramos,á ú í  

abogados,  en representaci n de do a Aurora del Carmen F brega Contreras, deducenó ñ á  

demanda de indemnizaci n de perjuicios en contra del Fisco de Chile, fundados en laó  

privaci n de libertad y  torturas  sufridas por la se ora F brega  entre el 29  septiembreó ñ á  

y el 1 de octubre, y entre el 5 y 6 de octubre de 1973, y el temor en que debi  viviró  

luego de ese per odo. Refiere que su representada fue reconocida como v ctima  por laí í  

Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura bajo el N  8156. Solicitan condenaró ó í °  

al demandado al pago de una indemnizaci n ascendente a $ 200.000.000 por conceptoó  

de da o moral,  con costas. ñ

SEGUNDO:  Que contestando la demanda el  Fisco de Chile  sostiene que la 

actora  recibe diversos beneficios por parte del Estado en el marco del  programa de 

reparaci n canalizado entre otras mediante las leyes 19.123, 19.992, 19980 y 20874, poró  

lo  que debe entenderse  que el  da o cuya indemnizaci n  se  pretende se  encuentrañ ó  

reparado. En subsidio interpone excepci n de prescripci n extintiva, se alando que losó ó ñ  

hechos a que se refiere la actora ocurrieron a partir del 29 de septiembre de 1973, por 

lo  que  entendiendo  que  fue  posible  el  ejercicio  de  acciones  para  perseguir  la 

responsabilidad del Estado desde el restablecimiento de la democracia, a la poca de laé  

notificaci n de la demanda trascurri  en exceso el plazo previsto en el art culo 2332 deló ó í  

C digo Civil,  e igualmente aquel  que se refiere el art culo 2515 del mismo cuerpoó í  

legal.  Luego  sostiene  que  la  indemnizaci n  por  da o  moral  no  tiene  car cteró ñ á  
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sancionatorio, y que ella pretende otorgar  a la v ctima una satisfacci n o auxilio paraí ó  

atenuar el da o, por lo que la suma pretendida es excesiva. Por ltimo se ala que parañ ú ñ  

el caso de condenar a su parte el pago de intereses y reajustes solo procede desde que la 

sentencia se encuentre firme y ejecutoriada y su parte incurra en mora. 

TERCERO: Que  se  recibi  la  causa  a  prueba  y  se  fijaron  como  hechosó  

sustanciales, pertinentes y controvertidos: 1) Efectividad que la actora fue detenida el 29 

de septiembre de 1973 por razones ideol gicas;  per odo durante el  cual se mantuvoó í  

dicha privaci n de libertad; 2) Efectividad que durante el tiempo de privaci n de libertadó ó  

la demandante fue sometida a malos tratos ps quicos y f sicos; 3) En la asertiva de loí í  

anterior,  naturaleza  del  da o  y  cuant a,  o  par metros  que  permitan  su  estimaci nñ í á ó  

pecuniaria; 4) Efectividad de haber indemnizado el Fisco de Chile a la actora los da osñ  

que reclama en autos.; 5) Efectividad de encontrarse prescrita la acci n interpuesta por eló  

demandante.

CUARTO: Que, la demandante acompa  legalmente y sin objeci n la siguienteñó ó  

documental: 

-Copia  de  n mina  de  personas  reconocidas  como  v ctimas,  emitido  por  laó í  

Comisi n Nacional Sobre Prisi n Pol tica y Tortura.ó ó í

-Copia de carpeta de antecedentes formada respecto de do a Aurora F bregañ á  

Contreras, extendida por el Instituto Nacional de Derechos Humanos. 

-Copia de norma t cnica para la atenci n en salud de personas afectadas por laé ó  

represi n  pol tica  ejercida  por  el  Estado  en  el  per odo  1973-1990,  dictada  por  eló í í  

Ministerio de Salud, Subsecretaria de Salud P blica, divisi n de prevenci n y control deú ó ó  

enfermedades, departamento de salud mental. 

-Informe  psicol gico  de  do a  Aurora  F brega  Contreras,  evacuado  por  do aó ñ á ñ  

Massiel Cerna Cuevas. 

-Certificado  de  t tulo  de  do a  Massiel  Cerna  Cuevas,  extendido  por  laí ñ  

Universidad de Concepci n.ó

-Copia sentencia de reemplazo  dictada por la Excma.  Corte Suprema en causa 

Rol  5831-2013.

-Copia de sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema en causa Rol 2918-

2013.

-Copia de sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema en causa Rol 22.856-

2015.

-Copia de sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema en causa Rol 1092-

2015.
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-Copia  de  sentencia  pronunciada  por  la  Corte  Interamericana  de  Derechos 

Humanos, en causa rdenes Guerra y otros con Chile, fondo y reparaciones  de 29 de“Ó ”  

noviembre de 2018.

-Copia parte de  Informe Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, p.ó ó í  

5-10.

-Copia parte de un texto bajo el t tulo humillaciones y vej menes , golpizasí “ á ” “  

reiteradas , lesiones corporales deliberadas , amenazas  y aplicaci n de electricidad . ” “ ” “ ” “ ó ”

- Declaraci n Jurada fechada el 27 de marzo de 2023, efectuada por do a Massieló ñ  

Cerna Cuevas. 

-Informe  psicol gico  de  do a  Aurora  F brega  Contreras  evacuado  por  donó ñ á  

Rolando Sigo a Igor, psic logo PRAIS, Servicio de Salud de uble. ñ ó Ñ

QUINTO: Que la demandada, acompa  legalmente y sin objeci n:ñó ó

- copia de sentencia dictada en causa Rol 1274-2022 acumulada 1281-2022 por la 

Ilustr sima Corte de Apelaciones de Concepci n.  í ó

- Ord. 4792-10674 en el cual describen las prestaciones que recibe do a Aurorañ  

del Carmen F brega Contreras de parte del Estado.á

SEXTO: Que el Fisco de Chile, alega que  ha reparado  ntegramente el da oí ñ  

que  reclama do a Aurora F brega Contreras, a trav s de beneficios de diversa  ndoleñ á é í  

establecidos en la legislaci n que individualiza. ó

El  Estado de  Chile ha estructurado un programa de beneficios en favor de las 

personas  a quienes se ha reconocido la calidad de v ctima de violaciones a los derechosí  

humanos durante el per odo comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 deí  

marzo de 1990, para lo cual se han dictado diversas normas como la Ley 19.123 Crea“  

Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, Establece Pensi n de Reparaci nó ó ó ó ó  

y Otorga Otros Beneficios en favor de Personas que se ala , Ley 19.980 Modifica Leyñ ” “  

N  19.123, Ley de Reparaci n, ampliando o estableciendo beneficios en favor de las° ó  

personas que indica , Ley 19.992 Establece Pensi n de Reparaci n y Otorga Otros” “ ó ó  

Beneficios a Favor de las Personas que indica , Ley  20.874 Otorga un Aporte nico de” “ ú  

Car cter Reparatorio, a las v ctimas de Prisi n Pol tica y Tortura, reconocidas por elá í ó í  

Estado de Chile . ”

La lectura de las normas citadas, permite advertir que el  Estado ha dispuesto una 

serie de prestaciones en favor de las personas reconocidas como v ctimas de violaciones aí  
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los  Derechos  Humanos,   otorgando  pensiones,  becas  educacionales,   acceso  a 

prestaciones de salud, y  bonos en dinero, entre otros. 

En  tal  sentido  la  Ley  19.123  Cre  la  Comisi n  Nacional  de  Reparaci n  y“ ó ó ó  

Reconciliaci n   en  su  art culo  2  dispone  que  entre  sus  fines  se  encuentra  1.-ó ” í ° “  

Promover la reparaci n del da o moral de las v ctimas a que se refiere el  art culo 18 yó ñ í í  

otorgar la asistencia social y legal que requieran los familiares de stas para acceder a losé  

beneficios contemplados en esta ley .  Luego en los t tulos II, III, IV y V, establece  la” í  

concesi n de una pensi n de reparaci n, beneficios  m dicos, educacionales y  regula laó ó ó é  

situaci n de los hijos de las personas reconocidas como v ctimas respecto del servicioó í  

militar. 

Las restantes leyes modifican y ampl an algunos de los beneficios a que se refiereí  

la  ley  19.123  pero  no  establecen  cambios  sustanciales  en cuanto  al  car cter  de  losá  

mismos.

De tal modo,  puede apreciarse que las prestaciones articuladas en beneficio de 

quienes  fueron  reconocidos  como v ctimas  de  violaciones   a  los  derechos  humanos,í  

tienen un car cter   asistencial  y simb lico,  no pudiendo colegir  que con ello  se  haá ó  

reparado el da o moral. A lo anterior debe agregarse que,  los textos legales que regulanñ  

las prestaciones en cuesti n  disponen su otorgamiento con car cter de generalidad, de loó á  

que  puede  extraerse  que  mediante  ellos  no  se  proporciona  una  efectiva  e  ntegraí  

reparaci n del da o, al omitir las circunstancias particulares vividas por cada una de lasó ñ  

personas que tienen la calidad en menci n. ó

En  tal  sentido  por  lo  dem s,  debe  considerarse  que  la  Resoluci n  60/147á ó  

aprobada por  la  Asamblea  General  de Naciones  Unidas,  ratificada por  Chile,   que 

establece Principios y directrices b sicos sobre el derecho de las v ctimas de violaciones“ á í  

manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y  de violaciones graves 

del derecho internacional humanitario a interponer recursos  y obtener reparaciones” 

regula  como uno de sus principios la Reparaci n de los da os sufridos , disponiendo“ ó ñ ”  

Una reparaci n adecuada, efectiva y r pida  tiene por finalidad promover la justicia,“ ó á  

remediando  las  violaciones  manifiestas  de  las  normas  internacionales  de  derechos 

humanos o las violaciones graves del derecho internacional humanitario. La reparaci nó  

ha de ser proporcional a la gravedad de las violaciones y al da o sufrido. Conforme a suñ  

derecho interno y a sus obligaciones jur dicas internacionales, los Estados conceder ní á  

reparaci n a las v ctimas por las acciones u omisiones que puedan atribuirse al Estado yó í  

constituyan violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o 

violaciones graves del derecho internacional humanitario. Cuando se determine que una 

persona f sica o jur dica u otra entidad est  obligada a dar reparaci n a una v ctima, laí í á ó í  

parte responsable deber  conceder reparaci n a la v ctima o indemnizar al Estado si steá ó í é  

hubiera ya dado reparaci n a la v ctima.ó í ”
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Conforme a ello,  el Derecho Internacional  reconoce el derecho de las v ctimasí  

de violaciones  a los  derechos  humanos  a obtener del   victimario  o  del  Estado una 

reparaci n proporcional a la gravedad de los actos que le afectaron,  lo que reafirma laó  

conclusi n  indicada en cuanto a que el programa de  prestaciones que el Estado deó  

Chile ha puesto a disposici n de las personas reconocidas  como v ctimas de derechosó í  

humanos en el per odo  11 de septiembre de 1973  a 10 de marzo de 1990, no resultaí  

suficiente  para comprender que se ha reparado el da o de manera ntegra en el casoñ í  

particular de la se ora F brega.ñ á

Sobre el alcance de las reparaciones promovidas por el Estado a prop sito deó  

hechos  como  los  que  afect   el  actor,  la  Excma.  Corte  Suprema  ha  se alado  laó ñ “  

legislaci n especial que aduce el Fisco y que solo introduce un r gimen de pensionesó é  

asistenciales,  no contiene incompatibilidad alguna con las indemnizaciones que aqu  seí  

persiguen, ni se ha demostrado que haya sido dise ada para cubrir toda merma moralñ  

inferida a las v ctimas de atentados a los derechos humanos, puesto que se trata deí  

modalidades diferentes de compensaci n, lo que hace que el hecho que las  asuma eló  

Estado no implica la renuncia de una de las partes o la prohibici n para que el r gimenó é  

jurisdiccional declare su procedencia,  por los medios que franquea la ley . (Sentencia de”  

29 de marzo de 2016, Rol 2289-2015.)

Por ltimo no puede dejar de mencionarse que conforme el art culo 1698 delú í  

C digo Civil, corresponde probar la extinci n de una obligaci n  quien lo alega, en esteó ó ó  

caso, el Fisco de Chile, quien no rindi  prueba de un pago  ntegro que repare  el da oó í ñ  

sufrido por la actora. 

S PTIMO:É   Que el  Fisco  de  Chile,  opone excepci n  de  prescripci n  de  laó ó  

acci n  por el  trascurso de 4 a os,   conforme lo dispuesto por el art culo 2332 deló ñ í  

C digo Civil, o en su defecto, por haberse cumplido el t rmino de 5 a os, conforme aló é ñ  

art culo 2515 del mismo cuerpo legal. í

No  hay  duda  alguna  que  contabilizado  el  t rmino  de  prescripci n  desde  elé ó  

momento en que la actora recuper  su libertad  en octubre de 1973   a la fecha en queó  

se notific  la demanda, los  t rminos de prescripci n invocados por el demandado seó é ó  

encuentran cumplidos; igualmente  ellos deben entenderse plenamente trascurridos si se 

cuentan desde el 11 de marzo de 1990 oportunidad en que se  restableci  el r gimen deó é  

gobierno democr tico y las v ctimas de violaciones de derechos humanos en el per odoá í í  

anterior pudieron hacer efectivos sus derechos. 

Sin  embargo,  conforme  lo  dispuesto  por  el  inciso  2  del   art culo  5  de  la° í  

Constituci n Pol tica ó í “El ejercicio de la soberan a reconoce como limitaci n el respeto aí ó  

los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los rganosó  

del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constituci n, asó í 
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como  por  los  tratados  internacionales  ratificados  por  Chile  y  que  se  encuentren 

vigentes.”

En tal  sentido si  bien los t rminos de prescripci n de acciones y derechos seé ó  

encuentran regulados por el derecho interno, en este caso, por el C digo Civil, el Estadoó  

chileno ha ratificado diversos instrumentos internacionales anteriores y posteriores a los 

hechos sufridos por el  demandante, que deben ser considerados al momento de analizar 

la excepci n de prescripci n.ó ó

En tal sentido adem s debe tenerse presente que la Convenci n de Viena Sobre elá ó  

Derecho de los Tratados establece en su art culo 27 El derecho interno y la observanciaí “  

de los tratados. Una parte no podr  invocar las disposiciones de su derecho internoá  

como  justificaci n  del  incumplimiento  de  un  tratado.  Esta  norma  se  entender  sinó á  

perjuicio de lo dispuesto en el art culo 46.í ”

La  Declaraci n  Universal  de  Derechos  Humanos  establece  en  su  art culo  1ó í  

“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como 

est n de raz n y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.á ó ”

Luego en el art culo 3 consagra el derecho a la vida, la libertad y la seguridadí  

personal y el art culo 5 establece Nadie ser  sometido a torturas ni a penas o tratos crueles,í “ á  

inhumanos o degradantes.”

Por su parte el Pacto  Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, en el art culo 2.3í í  

dispone “3.  Cada uno de  los  Estados Partes  en el  presente  Pacto  se  compromete  a 

garantizar que:

a) Toda  persona  cuyos  derechos  o  libertades  reconocidos  en  el 

presente Pacto hayan sido violados podr  interponer un recurso efectivo,  auná  

cuando  tal  violaci n  hubiera  sido  cometida  por  personas  que  actuaban  enó  

ejercicio de sus funciones oficiales;”

La Convenci n Americana de Derechos Humanos se ala en su art culo 1 ó ñ í “1. Los 

Estados Partes en esta Convenci n se comprometen a respetar los derechos y libertadesó  

reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 

sujeta  a  su  jurisdicci n,  sin  discriminaci n  alguna por  motivos  de  raza,  color,  sexo,ó ó  

idioma, religi n, opiniones pol ticas o de cualquier otra ndole, origen nacional o social,ó í í  

posici n econ mica, nacimiento o cualquier otra condici n social.ó ó ó

2. Para los efectos de esta Convenci n, persona es todo ser humano.ó ”

El art culo 63 del mismo texto dispone í “1. Cuando decida que hubo violaci n deó  

un  derecho  o  libertad  protegidos  en  esta  Convenci n,  la  Corte  dispondr  que  seó á  

garantice  al  lesionado  en  el  goce  de  su  derecho  o  libertad  conculcados.  Dispondrá 
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asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o 

situaci n que ha configurado la vulneraci n de esos derechos y el pago de una justaó ó  

indemnizaci n a la parte lesionada.ó ”

La Convenci n contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos oó  

Degradantes, en su art culo 1, entrega una definici n de lo que ha de entenderse porí ó  

tortura,  se alando  ñ “A los  efectos  de  la  presente  Convenci n,  se  entender  por  eló á  

t rmino "tortura" todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una personaé  

dolores o sufrimientos graves, ya sean f sicos o mentales, con el fin de obtener de ellaí  

o de un tercero informaci n o una confesi n, de castigarla por un acto que hayaó ó  

cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona 

o a otras, o por cualquier raz n basada en cualquier tipo de discriminaci n, cuandoó ó  

dichos  dolores  o  sufrimientos  sean  infligidos  por  un  funcionario  p blico  u  otraú  

persona  en  el  ejercicio  de  funciones  p blicas,  a  instigaci n  suya,  o  con  suú ó  

consentimiento o aquiescencia. No se considerar n torturas los dolores o sufrimientosá  

que sean consecuencia nicamente de sanciones leg timas, o que sean inherentes oú í  

incidentales a stas.é ”

En consonancia con  ello el art culo 14 dispone í “1. Todo Estado Parte velará 

por que su legislaci n garantice a la v ctima de un acto de tortura la reparaci n y eló í ó  

derecho  a  una  indemnizaci n  justa  y  adecuada,  incluidos  los  medios  para  suó  

rehabilitaci n lo m s completa posible. En caso de muerte de la v ctima como resultadoó á í  

de un acto de tortura, las personas a su cargo tendr n derecho a indemnizaci n.á ó

2. Nada de lo dispuesto en el presente art culo afectar  a cualquier derecho de laí á  

v ctima o de otra persona a indemnizaci n que pueda existir con arreglo a las leyesí ó  

nacionales.”

Los distintos tratados citados conforman un estatuto internacional de protecci nó  

de los Derechos Humanos, que obligan  a los Estados parte, entre ellos Chile, a facilitar 

los medios para que aquellos a quienes les sean conculcados puedan obtener una amplia 

protecci n que incluye la obtenci n de indemnizaciones reparatorias, prerrogativas queó ó  

no pueden entenderse limitadas por el derecho interno, por cuanto se trata de acciones 

que  afectan  el   n cleo  esencial  de  la  persona  y  como tal  su  tutela  no  debe  verseú  

restringida  por reglas de prescripci n. ó

Entre los Principios contenidos en la Resoluci n 60/ 147 de la Asamblea Generaló  

de la Organizaciones de Naciones Unidas, se encuentra el IV relativo a la Prescripci n,ó  

el que se ala . Cuando as  se disponga en un tratado aplicable o forma parte de otrasñ “ í  

obligaciones jur dicas internacionales, no prescribir n las violaciones manifiestas de lasí á  

normas  internacionales  de  derechos  humanos  ni  las  violaciones  graves  del  derecho 

internacional humanitario que constituyan cr menes en virtud del derecho internacional.í
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7. Las disposiciones nacionales sobre la prescripci n de otros tipos de violacionesó  

que no constituyan cr menes en virtud del derecho internacional, incluida la prescripci ní ó  

de las acciones civiles y otros procedimientos, no deber an ser excesivamente restrictivas.í ”

A  lo  anterior  debe  agregarse  que  la  privaci n  de  libertad  que  sufri  do aó ó ñ  

Georgina Vera Gonzalez, as  como las torturas a  que fue  sometido se enmarcan en loí  

que conforme al art culo 7 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional seí  

entiende como un crimen de lesa humanidad. 

Conforme a lo expuesto,  dada la naturaleza de los hechos que afectaron al actor, 

el contexto nacional en que se produjeron, el reconocimiento que el Estado de Chile ha 

hecho de las violaciones a los derechos humanos ocurridas entre el 11 de septiembre de 

1973  y  el  10  de  marzo  de  1990,  y  las  obligaciones  que  ha  asumido  en  diversos 

Instrumentos Internacionales de respetar los derechos humanos y asegurar el acceso de 

las v ctimas a reclamar la reparaci n  de tales atentados, entre otros mecanismos a trav sí ó é  

de la indemnizaci n de los da os, no pueden someterse a las reglas de prescripci nó ñ ó  

establecidas en el C digo Civil, siendo ella imprescriptible.ó

Al respecto la Excma. Corte Suprema ha se alado De este modo, las normas delñ “  

derecho interno previstas en el C digo Civil sobre prescripci n de las acciones civilesó ó  

comunes  de  indemnizaci n  de  perjuicios  en  las  que  los  jueces  del  fondo  asilan  suó  

decisi n, en el presente caso, no resultan atingentes al estar en contradicci n con lasó ó  

reglas del Derecho Internacional de los Derechos Humanos que protegen el derecho de 

las v ctimas a recibir la reparaci n correspondiente, estatuto normativo internacional queí ó  

ha sido reconocido por Chile  y  que,  sin  perjuicio  de la  data de su  consagraci n  yó  

reconocimiento  interno,  corresponden  a  normas  de  ius  cogens,  derecho  imperativo 

internacional que protege valores esenciales compartidos por la comunidad internacional 

que ha debido ser reconocido por los  jueces  de la instancia al  resolver  la demanda 

intentada  (parte final consideraci n quinta, sentencia de 2 de marzo de 2020, Rol N” ó ° 

29.167-2019).

OCTAVO: Que en cuanto a los presupuestos de la acci n ó el demandado Fisco 

de Chile no controvierte los supuestos f cticos en que la actora  funda la responsabilidadá  

que persigue, esto es, haber sufrido privaci n de libertad desde el 29 de septiembre y el 1ó  

de octubre, y entre el 5 y 6 de octubre todo de 1973,  tiempo en el cual fue maltratada 

f sica y psicol gicamente y sometida a torturas con electricidad. í ó

A lo anterior debe agregarse que seg n  la n mina de personas reconocidas comoú ó  

v ctimas por la Comisi n de Prisi n Pol tica y Tortura, acompa ada por la  actora do aí ó ó í ñ ñ  

Aurora F brega Contreras   fue reconocida por ella bajo el N  8156.á °
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Al respecto debe tenerse presente que el art culo 1 del Decreto Supremo N  1040í °  

del a o 2003, del Ministerio del Interior, estableci  Cr ase, como un rgano asesor delñ ó “ é ó  

Presidente de la Rep blica, una Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, enú ó ó í  

adelante, La Comisi n, que tendr  por objeto exclusivo determinar, de acuerdo a losó á  

antecedentes  que  se  presenten,  qui nes  son  las  personas  que  sufrieron  privaci n  deé ó  

libertad y torturas por razones pol ticas, por actos de agentes del Estado o de personas aí  

su servicio, en el per odo comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 deí  

marzo de 1990.”

Constando que  do a Aurora del Carmen F brega Contreras  present  ante lañ á ó  

Comisi n Nacional  sobre Prisi n Pol tica  y Tortura los  antecedentes  que igualmenteó ó í  

motivan la acci n de  autos, y que el organismo mencionado reconoci  su calidad deó ó  

v ctima de violaciones a los derechos humanos y tortura, no puede sino darse valor deí  

plena prueba al reconocimiento  que efect a la Comisi n, por cuanto se trata de laú ó  

entidad a quien el Estado comision  para el estudio de tales antecedentes, quien luegoó  

del proceso de rigor,  concluy  la efectividad de los hechos alegados  por la actora.ó

Conforme  a  ello  con  el  m rito  de  la  declaraci n  efectuada  por  la  Comisi né ó ó  

Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, y el t cito reconocimiento del demandado, seó í á  

tendr  por establecida la privaci n de libertad de do a Aurora F brega Contreras,  entreá ó ñ á  

el 29  de septiembre y 1 de octubre, y 5 y 6 de octubre de 1973, el hecho que fue 

golpeada, torturada con electricidad y amenaza con males propios y hacia su marido. 

El m rito de los informes psicol gicos evacuados respecto a la actora por dosé ó  

profesionales diversos, vinculados con los hechos que se tuvieron por establecidos permite 

presumir con car cter de gravedad y suficiencia que do a Aurora F brega Contrerasá ñ á  

hasta la fecha padece estr s post traum tico que le impide desarrollar plenamente todosé á  

los aspectos de su personalidad.  

El art culo 38 de la Constituci n Pol tica en su inciso 2  dispone í ó í ° “ Cualquier 

persona que sea lesionada en sus derechos por la Administraci n del Estado, de susó  

organismos o de las municipalidades, podr  reclamar ante los tribunales que determine laá  

ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere 

causado el da o.ñ ”

Conforme al art culo 63 de la Convenci n Americana de Derechos Humanos yí ó  

principio IX de la Resoluci n 60/ 147 de la Asamblea General de las Naciones Unidas,ó  

las  v ctimas  de  violaciones  de  los  derechos  tiene  derecho  a  una  indemnizaci ní ó  

proporcional a la gravedad  de los hechos sufridos y las circunstancias del caso. 

Igualmente debe considerarse que seg n el art culo 2314 el C digo Civil, el queú í ó  

ha infligido da o a otro es obligado a la indemnizaci n. ñ ó
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Acorde  a  lo  anterior,  y  estando acreditado  en  autos  que  la  actora   padeció 

privaci n total de libertad por cinco d as, tiempo durante el cual fue v ctima de violenciaó í í  

f sica, aplicaci n de tormentos con electricidad,  amenazada, humillada, y vejada,  fluyeí ó  

naturalmente que aquellas circunstancias provocaron un da o a su esfera emocional,ñ  

manifestado en la trasgresi n de su dignidad, la aflicci n mental por el hecho de seró ó  

privada de libertad, y el  recuerdo permanente de los  sucesos traum ticos  a que fueá  

sometida. 

Por lo anterior y atendida la extensi n del da o, se regular  prudencialmente laó ñ á  

indemnizaci n  por  da o  moral  que  deber  pagar  al  actor  en  $  30.000.000  (treintaó ñ á  

millones de pesos). 

NOVENO: Que las sumas cuyo pago se ordenar  deber n pagarse reajustadasá á  

acorde a la variaci n que experimente el ndice de Precios al Consumidor y devengar nó Í á  

inter s corriente a partir de la fecha en que el fallo quede ejecutoriado, por cuanto s loé ó  

desde all  se encontrar  firme la obligaci n declarada. í á ó

D CIMOÉ : Que  el  resto  de  la  prueba  rendida  no  altera  las  conclusiones 

alcanzadas. 

Atendido lo expuesto y lo dispuesto por los art culos 5, y 38 de la Constituci ní ó  

Pol tica,  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos,  Declaraci n  Universal  deí ó ó  

Derechos  Humanos,  Pacto  de  Derechos  Civiles  y  Pol ticos,  Convenci n  contra  laí ó  

Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos y Degradantes, Art culos 2314 y siguientesí  

del C digo Civil, Ley 19.123, ley 19.980, Ley 19.992, Ley 20.874, Decreto Supremoó  

1040 del Ministerio del Interior, art culos 254 y siguientes del C digo de Procedimientoí ó  

Civil, y dem s normas citadas y pertinentes se resuelve:á

I.- Que  se  rechazan las  excepciones  de  reparaci n  integral  y  prescripci nó ó  

opuestas por el demandado.

II.-Que se acoge la demanda de indemnizaci n de perjuicios interpuesta por donó  

Nicol s Leal Sep lveda y don Eduardo Garc a Ramos,  abogados, en representaci n deá ú í ó  

do a Aurora del Carmen F brega Contreras, en contra de Estado de Chile representadoñ á  

por el Consejo de Defensa del Estado, y en consecuencia se condena al demandado al  

pago de indemnizaci n por da o moral ascendente a $ 30.000.000 ( treinta millones deó ñ  

pesos), suma que deber  reajustarse conforme a la variaci n que experimente el ndiceá ó Í  

de Precios al Consumidor  y devengara inter s corriente, ambos  desde la fecha en queé  

la sentencia  se encuentre firme y ejecutoriada y hasta el efectivo pago. 

III.-Que no se condena al Fisco de Chile al pago de las costas por tener motivo 

plausible para litigar. 

Notif quese, reg strese y arch vese. í í í
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Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Chill ná ,  veintiocho de Agosto de dos mil veintitr s.é
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